Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 43 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 
«Solicitud de audiencia de Copsa. Tema: “Situación actual de la empresa”. 


Solicitud de audiencia de la Gremial Única del Taxi (Cpatu). Solicita mediación con la 
autoridad municipal para que el gremio pueda avanzar en el servicio y la tecnología». 


(Ingresan a Sala representantes de la Compañía de Ómnibus de Pando S.A. 
Copsa.) 


-La Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado, en virtud de una solicitud remitida 
en su momento, tiene el gusto de recibir a representantes de Copsa a efectos de analizar la situación 
por la que atraviesa esta empresa. Para los integrantes de esta Comisión no es nueva ni la visita de 
ustedes ni el problema planteado desde hace unos meses, porque se ha venido analizando el tema 
junto con las autoridades del Ministerio. 


Reitero que recibimos con mucho gusto a los representantes de Copsa  -a su Presidente, 
señor Juan Scaglione; a su Secretario, señor Daniel Kaitazoff y al Gerente General, contador Javier 
Cardoso- a los efectos de que nos informen acerca de la crisis que están atravesando y que tanto nos 
importa conocer. 


SEÑOR SCAGLIONE.- Agradecemos a la Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado por 
recibirnos y por preocuparse de la difícil situación por la que está atravesando nuestra empresa. 


Ante todo, quiero decir que Copsa ha ingresado en un concurso voluntario y que se ha 
designado un síndico. Ahora bien, en representación de las 256 acciones o sociedades de hecho que 
tiene nuestra empresa, me gustaría comentar la situación que estamos viviendo y los motivos que nos 
llevaron a esta instancia. 


En varias oportunidades hemos venido a este ámbito acompañados por representantes de 
distintas empresas del sector, quienes han manifestado que el panorama era complicado y difícil. 


Copsa es una empresa que, prácticamente, tiene ochenta y cuatro años de historia -los 
cumplirá el próximo 20 de octubre- y a lo largo de toda su trayectoria, de un servicio ininterrumpido de 
transporte, ha vivido distintas circunstancias. Ha soportado crisis mundiales -entre ellas, la Segunda 
Guerra Mundial- regionales e, incluso, del país. Las mismas autoridades de Copsa fuimos las que 
aguantamos la crisis de 2002, que ni cerca fue como la que vivimos actualmente. Lo que llama 
muchísimo la atención es que en estos momentos de bonanza que está viviendo el país, la empresa 
esté pasando por esto de entrar en concurso. Consideramos que ello es así -y pido disculpas a los 
señores Senadores porque quiero ser lo más claro posible y capaz que las palabras o los términos que 
utilizo no son los más simpáticos- porque desde hace un tiempo largo a la fecha, el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, nuestro regulador, estrangula al sector suburbano en cuanto a los 
recursos que le asigna para cubrir los costos operativos, que no son suficientes. A eso nosotros le 
llamamos «estrangulación del sector». Y cuando estrangula al sector, la empresa más vulnerable es 
Copsa. ¿Por qué lo digo? Porque prácticamente tiene a su cargo un 50% del sector. El otro 50% está 
conformado por nueve empresas, que tienen una participación en ese rango. 


Copsa vive del sector suburbano; casi el 100% de sus recursos proviene de él. Las demás 
empresas -que, como dije, son nueve y conforman el otro 50%- no se desarrollan plenamente en el 
sector suburbano. A modo de ejemplo, Cutcsa es una compañía urbana que tiene una participación de 
tan solo un 10% en el sector suburbano. Quiere decir que toma recursos urbanos, subsidios urbanos, y 
los traslada al sector suburbano. Lo mismo sucede con otras empresas urbanas, como por ejemplo 
Ucot, Coetc, Raincoop y Come, que trasladan recursos urbanos al sector suburbano para aguantar el 
déficit. Algunas trasladan un 10%, otras un 15% o un 25%; sin embargo, en sí, el pie fuerte lo tienen en 
el sector urbano. 


La otra empresa que participa es Cita, que también tiene un pie fuerte en el sector de corta 
distancia y solo un 10% en el suburbano. Quiere decir que traslada fondos del 90% del sector de corta 
distancia al sector suburbano. 


Las otras tres empresas que quedan por mencionar -de las nueve que conforman el 50% que 
mencioné anteriormente- son pequeñas, son las que llamamos de pocos dueños. Entre ellas están: 
Casanova, Eosa y Carlucho. Puedo hablar con propiedad de dos de ellas -porque pertenecen a mi 
familia- y decir que se encuentran en la misma situación y, por ello, son los dueños quienes tienen que 
transferirles recursos propios. Con esto quiero plantear la vulnerabilidad de Copsa, que prácticamente 
vive del sector suburbano y que, reitero, cuando se lo estrangula, esta es la empresa que más lo 
siente. 


Desde hace mucho tiempo estamos trabajando con el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas -que, como dije antes, es nuestro regulador en todos los aspectos- para encontrar una 
solución a todo esto. Lo cierto es que estamos algo cansados porque no vemos que se presente 
alternativa alguna; por ello, habida cuenta de la carencia de recursos es que decidimos recurrir a la vía 
judicial. En el año 2013, la empresa Copsa inició una reclamación al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas en el entorno de US$ 50:000.000. Esto responde al atraso tarifario y a los recursos de los que 
no dispone este sector. De todos modos, nosotros continuamos brindando los servicios pero parece 
que el estrangulamiento fue mayor y llegamos a la situación actual. Es así que Copsa comenzó a 
considerar otros elementos, porque vimos que se daban ciertos beneficios a otras empresas de 
transporte pero no a la nuestra. Un ejemplo de esto es lo que sucede con el fideicomiso del gasoil que, 
como es sabido, se nutre del dinero que vierten aquellos que utilizan este tipo de combustible, ya sean 
en autos particulares, tractores, camiones, calefacción o en la industria. Entendemos que ese dinero no 
se reparte en la forma en que indica la normativa. También pedimos información en ese sentido a la 
CND y al Ministerio de Transporte y Obras Públicas para saber por qué nosotros recibíamos menos 
dinero de lo que se destinaba a otras empresas, qué era lo que estaba pasando. Naturalmente, puedo 
entender que al Ministerio no le guste que nosotros miremos y evaluemos cuál puede ser la causa de 
todo esto; pero sabemos perfectamente bien que no somos ineficientes, porque asumimos el 50% de 
los costos y del servicio que se brinda en el mercado. Está claro que somos eficientes con respecto a 
las demás empresas porque transportamos al 50% de los pasajeros. Hemos revisado mucho para 
poder ver dónde se cometieron equivocaciones y lo cierto es que sabemos perfectamente bien dónde 
está la problemática. 


Por ejemplo, sabemos que en el año 2013 el sector suburbano de transporte perdió US$ 
15:000.000. Eso quiere decir que si nosotros tenemos una participación en el servicio del 50% y 
transportamos al 50% de los usuarios, la empresa perdió -a pesar de no ser ineficiente- US$ 
7:500.000. Aclaro que dije que perdió esa cifra porque está por debajo de los costos operativos; por 
tanto, no solo no ganó sino que se endeudó por ese monto. 


También sabemos que cada seis meses el Ministerio de Transporte y Obras Públicas tiene la 
posibilidad y la obligación de analizar qué pasó en ese período y corregir todo lo que sea necesario, ya 
sea por la baja en el número de pasajeros que se mueven en el sistema o por una tarifa que no 
corresponde. Sin embargo, vemos que pasan seis meses y luego otro tanto más y no se hace ninguna 
corrección; pero nosotros tenemos estudios que avalan los números que estamos mencionando. 
Estamos en una situación bastante compleja. Si el regulador actuara como lo hace la Intendencia de 
Montevideo, que mes a mes corrige esa diferencia tarifaria, el descalce que existe, con recursos 
propios, la situación sería distinta. Ese dinero le faltó al sector suburbano, sin embargo a las empresas 
urbanas no les falta porque el regulador de la Intendencia de Montevideo lo paga mes a mes y eso 


mantiene la sustentabilidad del sector. Nosotros visualizamos que hay algún error porque esos 
recursos no aparecen. 


Entiendo también que toda medida que pueda tomar el regulador del Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas es sensible a muchísimas cosas. Una de las medidas que puede tomar es el aumento 
de la tarifa -aunque esto no sea simpático para el pasajero o el usuario-, otra serían los subsidios - 
como lo hace la Intendencia de Montevideo- y otra, la racionalización, que quiere decir gastar menos, 
lo que implica que un ómnibus pase cada diez minutos en lugar de pasar cada cinco minutos. 
Obviamente, al usuario tampoco le va a gustar esta situación; además, implica precisar menos 
personal, mandar trabajadores al seguro de paro y muchísimas cosas más. Asimismo, el aumento del 
boleto también puede implicar que la inflación se dispare. Son roles que tiene que cumplir el regulador. 


En definitiva, ya no sabemos cómo trasmitir esta situación y lograr que la entiendan, a pesar 
de que venimos manifestando esto desde hace un largo rato. La visualizan todas las empresas del 
transporte suburbano, como ya comentamos anteriormente; sin embargo, no hay solución, no hay 
solución y no hay solución. 


Nosotros venimos a trasmitir el motivo por el cual nos encontramos en esta situación. Como 
dije anteriormente, es imposible que en momentos de bonanza y con una gestión bien desarrollada nos 
encontremos en esta situación. Además, debemos tener en cuenta que somos los mismos actores que 
en el año 2002 aguantamos, sin problemas, la crisis que vivió el país. 


En síntesis, esta es la problemática real que nosotros vemos. Tenemos los informes 
respectivos y se los vamos a dejar a los señores Senadores de manera que puedan visualizar la 
situación, cuál es la realidad, como ya se lo hemos manifestado al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. Es sencillo entenderlo porque como las empresas participamos del fideicomiso del transporte, 
tenemos que declarar en forma jurada el 5% de lo que recaudamos. Quiere decir que se sabe el 100% 
de la recaudación del sector. Además, los kilómetros están registrados por vía de la información 
pública. Por lo tanto, tenemos todos los datos para visualizar la pérdida del año 2013. ¡Ojo! No 
estamos hablando de la del 2014 ni de la del 2012, pero tenemos claro lo que pasó en 2013. 


Si el señor Presidente lo permite, el Gerente General de la empresa, contador Javier Cardoso, 
puede brindar una explicación más exhaustiva. 


SEÑOR CARDOSO.- En varias oportunidades hemos expresado en este ámbito las dificultades que 
padecía el sector y a la fecha ha quedado demostrado su origen, y el desfase, en primera instancia, en 
la fijación de los costos. Ese desfase era producto de no reconocer la cantidad de personal adecuado 
para las unidades ni los valores reales de las unidades, ni los laudos vigentes. 


Todo esto llevó, a partir del año 2010 -en que tomamos contacto con la paramétrica e hicimos 
notar este aspecto a las autoridades- y hasta 2012, a una etapa de negociación, sin resultado alguno y 
determinó la presentación de una medida cautelar para que el Ministerio corrigiera los valores de los 
parámetros que determinaban la tarifa porque eran incorrectos. Esto quedó demostrado de forma 
fehaciente. 


Posteriormente, a partir del año 2013, se corrige el valor de los laudos, pero no el precio del 
boleto, al menos no en la misma proporción. 


Hay que tener en cuenta que, hoy por hoy, el costo del transporte se determina en base a 
cuánto cuesta rodar un kilómetro. El Ministerio de Transporte y Obras Públicas tiene fijado ese valor en 
$ 45,025 para el sector suburbano. Para el sector urbano, que tiene el mismo laudo, los insumos son 
muy similares y los costos de las unidades son bastante parecidos, ese valor se ha fijado en $ 51. Sin 
embargo, lo que realmente recauda el sector por kilómetro son $ 38, por lo que estamos teniendo una 
diferencia de $ 7, producto de no haber trasladado el costo al precio del boleto. Por ejemplo, en 
setiembre del año pasado el boleto suburbano -estamos hablando de su valor operativo teórico- 
aumentó 10,85%, pero cuando esto se trasladó a los precios, un boleto aumentó 3% y el que se 
incrementó más lo hizo un 10%. Matemáticamente es imposible que esto dé una media de 10,85% y ha 


llevado a que se produzca esta brecha que hoy tenemos entre lo que recauda el sector y sus costos. 
Esto hace que las empresas se tornen inviables o no puedan cumplir sus obligaciones, dado que 
estamos hablando de que recaudamos $ 38 en tanto aquellas empresas que también compiten con 
nosotros en el área urbana tienen un reintegro asegurado de $ 51 por kilómetro. 


En cuanto a esta situación, solicitamos a la firma KPMG que, con respecto al año 2013, 
analizara cada una de las empresas, determinando cuál fue su recaudación, los kilómetros recorridos y 
cuánto le ingresó efectivamente. Se hizo una comparación con los montos fijados por el Ministerio. Esa 
Cartera fijó un valor de $ 42 y el ingreso de las empresas fue de $ 36. 


¿Qué incidencia tuvo eso en cada empresa en el año 20137 La diferencia que señalaba el 
señor Scaglione ascendió a $ 330:000.000, teniendo en cuenta los números que suministró el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que hemos comprobado que están equivocados y lo hemos 
demostrado mediante el análisis de técnicos de primer nivel. A su vez, cuando la Justicia designó un 
perito, este corroboró nuestros dichos. 


Hoy tenemos una diferencia de $ 13 por kilómetro entre nuestros costos y lo que nos está 
ingresando realmente, lo que nos ha llevado a ampararnos en la Ley de Declaración Judicial del 
Concurso y Reordenamiento Empresarial para poder oxigenarnos y desarrollar nuevas estrategias, 
pero inexorablemente varias empresas del sector -y esto ya lo han manifestado aquí- tienen serias 
dificultades y eso las va a llevar a transitar el mismo camino que nosotros. 


Aquí me surge una duda. ¿Cuál es la política en materia de transporte? ¿Es la desaparición 
de aquellas empresas que somos netamente suburbanas, como ya ha pasado con Codet, Cutu y 
Solfy? Realmente, no entendemos el proceder de las autoridades del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, dado que, sabiendo exactamente cuál es el problema, primero adujeron una mala gestión de 
las autoridades de la empresa. Cuando obtuvimos la información del sector y demostramos que eso no 
era así, siguieron empecinados en esconder la cabeza. Tanto es así que con nuestros recursos, los de 
los contribuyentes, hoy publicaron en los medios de prensa un comunicado que expresa que el 
Ministerio «continuará fijando las tarifas en base a los costos del sistema en su universalidad, no 
atendiendo apartamientos de los mismos como la empresa Copsa pretende, rompiendo el equilibrio 
necesario que ha de mantenerse en pos de no trasladar costos innecesarios al usuario». 


Hemos dicho y demostrado que somos una parte importante del mercado y nuestros costos 
no son superiores a los del resto de las empresas, es más, están por debajo. Nuestra recaudación no 
está por debajo de la del resto, sino que estamos igual que la media. No pretendemos una tarifa para 
Copsa, sino que haya una tarifa adecuada para el sector. Queda claro que hablamos por los sectores. 


Esto es una cortina de humo para esconder el problema de fondo; en ninguno de los ámbitos 
donde he manejado cifras e importes se me han podido desmentir los números mencionados y los 
informes. Es más, en diciembre del año pasado y gracias a una gestión realizada por esta Comisión, 
mantuvimos una reunión con el Subsecretario de Transporte y Obras Públicas y le acercamos estos 
números, que quedaron descansando en alguna oficina del Ministerio para que alguien los analizara. 
No hemos obtenido ninguna respuesta y por eso reafirmamos que hay una mala gestión, que 
lamentablemente no es de las empresas, sino de quien regula el sector. Tanto es así que esa mala 
gestión se ha derivado a otros ámbitos, como la distribución del fideicomiso del combustible. Hoy 
contamos con informes -que ya se los hicimos llegar a las autoridades del Ministerio, de la Corporación 
y a la Presidencia de la República- que demuestran que se usa un criterio errático en la distribución y 
que está apartado de las normas. Simplemente pretendemos que quien nos regula, nos fija los horarios 
y nos concede las líneas, actúe en el marco de la normativa legal. 


Hoy por hoy nos encontramos en la figura del concurso. Somos optimistas en cuanto al futuro 
de la empresa y queremos transmitir ese optimismo a los usuarios del sistema, que son más de cien 
mil pasajeros por día. Estas personas actualmente no se ven afectadas por el concurso porque el 
servicio se está brindando en un cien por ciento y pensamos continuar con ese mismo nivel de calidad. 
Queremos transmitirles también tranquilidad a nuestros mil doscientos empleados, y a todos aquellos 
proveedores que han confiado en nosotros les decimos que vamos a honrar los compromisos 
asumidos. No queremos dramatizar, pero si no hay soluciones a corto plazo -este no es un tema 


político, sino empresarial, económico y financiero- el sector va a tener problemas. No queremos que 
nos endilguen problemas, como ha pasado recientemente. Por ejemplo, en el año 2013 en Canelones 
teníamos un grave déficit y le planteamos a la Intendencia de ese departamento dejar algunas líneas. 
Eso se tomó como un tema político, pero es algo totalmente alejado de la realidad. En el año 2009 le 
habíamos realizado un planteo similar. En ese momento pedimos ayuda para cubrir los costos, porque 
no teníamos recursos para transferir del sector suburbano a los servicios departamentales. La 
Intendencia asumió compromisos, que nunca cumplió, y cuando en el año 2013 manifestamos que no 
podíamos continuar con esa situación, se nos dijo que era un tema político para perjudicar a fulano o 
mengano. ¡Nada más alejado de la realidad! Hoy nos estamos aproximando a las elecciones, pero 
como el problema del sector es real, no pretendemos que esto, después, se confunda con alguna 
intencionalidad política de la empresa. 


SEÑOR KAITAZOFF.- El señor Scaglione realizó una salvedad respecto a nuestra representatividad en 
la Comisión, y la solicitud que elevamos el 24 de junio, lamentablemente, no la pudimos cumplir. 
Queremos señalar que Copsa, como empresa que integra el sector suburbano, tiene un peso muy 
importante, pero sentimos que el sistema político ha fracasado. ¿Por qué decimos esto? Los señores 
Senadores saben que estamos trabajando en un régimen de consorcio metropolitano de transporte y el 
Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Transporte y Obras Públicas y con la participación de las 
Intendencias de Canelones, Montevideo y San José, trazaron las líneas fundamentales de gestión. El 
Poder Legislativo ha elaborado las normas correspondientes para que la transición entre lo que antes 
conocíamos como empresas urbanas -cinco empresas de Montevideo- y suburbanas y lo que el 
Gobierno ha dado en llamar sistema de transporte metropolitano, pero esto tiene inequidades tan 
grandes que, incluso, van en contra de la misma esencia que plantea el consorcio, es decir, una 
integración física y tarifaria de los distintos modos de transporte. 


Si los señores Senadores estuvieran de este lado, se preguntarían -hoy lo hablábamos fuera 
de micrófonos con el señor Senador Rosadilla- cómo una empresa que en el año 2006 tenía cierto 
estatus -y viene prestando servicios desde hace ochenta y cuatro años- en la actualidad está ante esta 
situación. Se ha llegado a esto por las modificaciones que se han ido introduciendo en el área del 
transporte metropolitano que no han permitido analizar el plan que tenía ideado el Gobierno para 
empresas de nuestras características. 


En sesiones anteriores de esta Comisión hemos señalado que por algún motivo van 
desapareciendo empresas que se han desempeñado como cooperativas, como por ejemplo Cutu, de la 
zona de San Ramón, o Codet, que unía Montevideo - Las Piedras, quizás por una necesidad de 
transformación de las políticas públicas de transporte. Deben existir mecanismos como para poder 
transitar este camino sin obligar a las empresas a caer en la desfinanciación o a terminar en una 
situación crítica como la que venimos anunciando. Con objetividad y visión, la Intendencia de 
Montevideo entendió que podía fijar una estructura de costos, variable para las distintas empresas del 
sector. Pero también viendo esa realidad y sin afectar los intereses de los usuarios ni de los 
trabajadores -esa es una premisa que quienes somos dirigentes no perdemos de vista porque también 
somos trabajadores y entendemos las dificultades que viven ellos y sus familias- si no alcanza para 
cubrir esa estructura de costos teórica que imagina la Intendencia, hay un mecanismo que permite que 
las empresas no vean afectada su estabilidad económica y financiera, que es una contraprestación por 
parte del Gobierno. Sin dudas, el tema del precio del boleto es de naturaleza política y no técnica y 
muchos de los problemas que han tenido los gobiernos surgen a raíz de ello. Entonces, no 
entendemos cómo hay un precio del boleto altamente subsidiado para Montevideo dentro de ese 
consorcio metropolitano y los habitantes de Canelones que deben trasladarse hacia Montevideo por 
cuestiones de trabajo, estudio, etcétera, no tienen las mismas posibilidades, teniendo en cuenta que 
todos somos uruguayos. 


Para finalizar, voy a mencionar unas cifras que muestran la relación entre un sector y otro del 
transporte metropolitano. Las empresas urbanas hacen 120 millones de kilómetros al año mientras que 
el sector suburbano, dentro de ese consorcio, hace 60 millones de kilómetros. Asimismo, mientras que 
el sector urbano traslada casi 2,5 usuarios por kilómetro, las empresas metropolitanas suburbanas 
trasladan 1,2. Por otra parte, me gustaría que los señores Senadores se informaran acerca del costo 
de la estructura que tiene Montevideo, ya que si no me equivoco, es de aproximadamente $ 50, tal 
como mencionó el contador Cardoso. Cuando hablamos de $ 50 estamos haciendo referencia al costo 
que tiene una empresa por mover un ómnibus en un kilómetro. Entonces, existiendo una diferencia de 


base de $ 5 por cada kilómetro y atendiendo un mercado mucho menor al de Montevideo, preguntamos 
cómo puede hacer una empresa para poder funcionar en esas condiciones. 


Por nuestra parte, hemos planteado con tiempo las dificultades y entendemos que si se habla 
de fracaso político nosotros somos parte de ese resultado. 


SEÑOR MOREIRA.- Cuando se estaba hablando de lo que cuesta recorrer un kilómetro y de que al 
sector suburbano se le paga $ 38 y al urbano $ 51, ¿esos montos incluyen la tarifa y el subsidio? Por 
ejemplo, el transporte urbano no solo cuenta con el subsidio del fideicomiso por el gasoil sino también 
con el departamental que da la Intendencia de Montevideo. Cuando hacen esa estimación de lo que 
recibe el transporte urbano y suburbano ¿toman en cuenta la tarifa, el subsidio prestado por Ancap y 
por la Intendencia de Montevideo? 


SEÑOR KAITAZOFF.- En ambas estructuras de costos hay una fracción que el Estado y la 
Intendencia, en todo caso, fijan para el rendimiento del combustible. Las dos categorías tienen un 
rendimiento de combustible distinto, pero cuentan con una cantidad fija estipulada en sus estructuras, 
independientemente del precio de venta al público del litro de gasoil. Esto significa que ante 
variaciones en el precio del litro de gasoil no se afecta ese valor que mencioné sino que el Estado, a 
través de ese fideicomiso del boleto por el gasoil, lo entrega aparte. Quiere decir que cuando hablamos 
de estructura de costos hay una pequeña fracción que es la que corresponde al litro de gasoil. Quiero 
aclarar que el costo del suburbano es de 3 kilómetros con un litro de gasoil y el del urbano está en el 
entorno de los 2,52 kilómetros por litro. De todos modos, el tema de los subsidios por el gasoil está por 
fuera. 


SEÑOR CARDOSO.- Quería hacer una acotación sobre lo que mencionaba el señor Kaitazoff. La tarifa 
del Ministerio y los $ 38 que recaudamos, no están en el fideicomiso del gasoil, como tampoco lo está 
en los $ 45 que fija el Ministerio, ni en los $ 51 que recaudan las empresas urbanas, pero sí están los 
subsidios departamentales o del Gobierno, cuando dispone partidas a través del Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


SEÑOR MOREIRA.- El señor Presidente fue el primero en destacar la preocupación que este tema le 
causaba, como persona oriunda y residente de Canelones. Nosotros también estamos preocupados, 
sobre todo teniendo en cuenta que esta situación se ha ido agravando paulatinamente. 


Todas las veces que recibimos a los representantes de Cestrame, nos manifestaron que si 
bien no se encontraban en una situación de cesación de pago, sí estaban ante una situación concursal, 
que hasta podía llegar a un desplazamiento del Directorio de la institución, lo que generaría un perjuicio 
casi irreversible. 


Reiteramos que ustedes tienen varios problemas derivados del tratamiento que consideran 
desigual en cuanto a la distribución de esos fondos provenientes del fideicomiso del gasoil, que 
significan alrededor de US$ 200:000.000 por año. Estos fondos se reparten por el criterio 
del decreto original -creo que es el Decreto N* 347 del año 2006- pero además luego se creó un 
sistema adicional de incentivos -si mal no recuerdo fue en febrero de 2010- exclusivamente para el 
transporte urbano, que no abarca al transporte suburbano o metropolitano. 


Recuerdo que las autoridades de la Corporación Nacional para el Desarrollo nos dijeron que 
esa suma no era apreciable porque significaba más o menos el 3% del monto total del subsidio. 
Nosotros le pedimos al economista Buonomo, que nos diera detalles y que nos hiciera llegar un 
informe respecto a cómo se hacía la distribución de los fondos derivados de este fideicomiso, teniendo 
en cuenta que la Corporación Nacional para el Desarrollo es un agente fiduciario y que por ley tiene 
obligación de rendir cuentas. También recuerdo que estuvimos intercambiando ideas y que ellos 
incluso adujeron que la ley que da acceso a la información había sido calificada como confidencial y se 
habían amparado en ella. Sé que ustedes presentaron un recurso de amparo. 


El señor Senador Penadés planteó que el Senado, a través de la Comisión de Transporte y 
Obras Públicas, requirió esta información. La respuesta del señor Buonomo fue muy honesta, porque 


dijo que tratándose de un requerimiento del Senado y teniendo en este caso la nota de reserva de 
confidencialidad, previa consulta o antes de dar cuenta al organismo regulador, es decir al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas y al fideicomitente, Ancap, iba a proporcionar la información a la Comisión. 
La secretaría nos dice que esa información no ha llegado y creo que hace veinte días que se solicitó. 
Releyendo la versión taquigráfica veo que ante el requerimiento del señor Senador Penadés y de quien 
habla, el señor Buonomo se comprometió a brindarnos esa información en el entendido de que esto 
podía causar algún perjuicio en la competencia de las empresas, cosa que yo no comparto. Creo que 
debemos requerirle esa información al Presidente de la Corporación Nacional para el Desarrollo -ese 
fue el compromiso asumido que consta en la versión taquigráfica de la Comisión- para luego, 
eventualmente, volver a convocar a las autoridades del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Si 
bien el señor Subsecretario, ingeniero Genta, y el señor Felipe Martín, Director Nacional de Transporte, 
dieron sus explicaciones cuando concurrieron a la Comisión, desde ya adelantamos que queremos 
tener la información exacta de las cifras de que se trate. Por supuesto que no podemos pedirles a las 
autoridades de la Intendencia de Montevideo que nos digan cuánto es el subsidio, porque carecemos 
de competencia para ello; además, yo que fui Intendente puedo decir que no atendería una solicitud de 
esta naturaleza. Realmente no sé a cuánto asciende el subsidio al boleto urbano -capaz que nuestros 
visitantes tienen este dato-; de todas maneras, supongo que eso figurará en la Rendición de Cuentas 
de la Intendencia de Montevideo, información a la que sí podemos acceder fácilmente. Luego, con los 
datos que nos envíen desde la Corporación Nacional para el Desarrollo podremos hacernos una idea, 
por lo menos, del subsidio. 


El tema tarifario es diferente porque, sobre él, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
maneja determinados criterios que, a juicio de nuestros visitantes, son injustos y equivocados. 


Nos gustaría conocer más sobre este tema del subsidio porque, como en definitiva lo pagan 
los usuarios, todos quienes andan en vehículos a gasoil y ello representa mucho dinero -$ 
200:000.000- consideramos importante atender los problemas que afectan a vuestra empresa que 
tiene 1200 trabajadores, 300 unidades y atiende a 100.000 usuarios diariamente. 


Llevaremos adelante los buenos oficios que estén a nuestro alcance porque nos parece que 
bien vale la pena que una empresa con ochenta y cuatro años de existencia pueda salir de esta 
situación tan difícil. 


Era cuanto quería expresar. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En lo personal, reitero mi preocupación por esta situación. 


Desde el punto de vista formal -esto es, vía Secretaría- correspondería reiterar a las 
autoridades de la Corporación Nacional para el Desarrollo que nos envíen el documento sobre el 
fideicomiso que se habían comprometido entregar. Luego de ello elevaremos al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas todos los insumos, así como la versión taquigráfica de esta sesión, para 
luego analizar los pasos a seguir. Como Comisión asesora del Poder Legislativo y de contralor del 
Poder Ejecutivo esa es nuestra misión. Este es el compromiso que asumimos en el día de hoy como 
Comisión. 


SEÑOR SCAGLIONE.- Lo que hemos presentado ante la Comisión de Transporte y Obras Públicas 
son todos números reales que se pueden comprobar; los informes son completamente probables. 


Lamentamos mucho que cuando presentamos estos números el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas no nos haya dicho nada; lamentamos que haya decidido archivar los expedientes sin 
decirnos si teníamos o no razón o si nos habíamos equivocado en tal o cual cosa. 


Muchas gracias por la preocupación que han demostrado y por la atención que nos han 
brindado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 29 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


